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Se decide el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia de 20 de mayo de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de San Andrés Providencia y Santa Catalina, mediante la cual se niegan las pretensiones de la demanda formulada en ejercicio de la acción de nulidad contra el artículo 2º del Acuerdo 013 de 2007, expedido por la Junta Administradora Regional de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, y se levanta la medida cautelar de suspensión provisional de dicha disposición.
I.- LA DEMANDA

1.- Pretensiones

La parte actora, en ejercicio de la acción prevista en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, demandó la nulidad del artículo 2º del Acuerdo 013 de 2007, expedido por la Junta Administradora Regional de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS.

2.- Hechos

Se mencionan como tales los relativos a la expedición del acto parcialmente acusado, y a que la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. “Teleislas” es una empresa industrial y comercial del Estado del orden departamental, conforme lo indica la escritura pública núm. 1087 de 1998 y sus posteriores reformas.
3.- Normas violadas y concepto de la violación

El demandante estima como violado el artículo 305 núm. 5 de la Constitución Política.

Al explicar el concepto de violación de esta normativa señaló que, conforme a ella, el nombramiento y la remoción  del director o gerente de las empresas industriales y comerciales del departamento corresponde al Gobernador del Departamento, y no como se determinó en la norma acusada, en la cual se dispuso que el gerente de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. “Teleislas” es un empleado de dirección manejo y confianza “de libre nombramiento y remoción de la Junta Administradora” de dicha sociedad.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La demanda se notificó personalmente al representante legal de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. “Teleislas”, según consta en el expediente, quien no efectuó ningún pronunciamiento. (fl. 17 vto.)

III.- INTERVENCIÓN DE TERCEROS
El Ministerio de Comunicaciones (hoy de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones) intervino en el proceso en defensa del acto acusado,         interpusorecurso de apelación
 contra el numeral octavo del auto admisorio de la demanda, de fecha 12 de marzo de 2009, en el que se  suspendió provisionalmente la norma acusada, bajo el argumento de que la norma citada como violada en la demanda no es aplicable en este asunto, como quiera que la misma se aplica a entidades del orden departamental y no a entidades del orden nacional, como lo es la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. “Teleislas”, la cual, independientemente de lo que ahora consagran sus estatutos, fue creada con fundamento en la ordenanza 016 de 1992 de la Asamblea Departamental de San Andrés Providencia y Santa Catalina, acto éste en el que se ordenó al Gobernador del Departamento crear una Organización Regional de Televisión como una entidad asociativa de derecho público del orden nacional, de conformidad con la Ley 14 de 1991. (fls. 29 a 33 cdno. ppal.)
IV.- ALEGATOS DE CONCLUSIÓN Y EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
No se presentaron alegatos de conclusión, según da cuenta el expediente. (fl. 129 cdno. ppal.)

El agente del Ministerio Público delegado ante el Tribunal, por su parte, emitió concepto favorable a las pretensiones de la demanda, al estimar que en efecto se vulnera la norma superior invocada en la demanda (artículo 305 núm. 5 de la C.P.), puesto que en la norma acusada se dispuso que “(…)el gerente de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. (Teleislas) es empleado de dirección manejo y confianza, de libre nombramiento y remoción por la junta administradora, por mayoría absoluta del voto de sus integrantes (…)”, en tanto que en la citada norma constitucional se prevé que  es atribución del Gobernador “…[n]ombrar y remover libremente a los gerentes o directores de los establecimientos públicos y de las empresas industriales y comerciales del departamento".
V.- LA SENTENCIA RECURRIDA
El Tribunal Administrativo de San Andrés Providencia y Santa Catalina, en sentencia de 20 de mayo de 2010, denegó las pretensiones de la demanda y dispuso el levantamiento de la medida de suspensión provisional del acto acusado
, de conformidad con las siguientes razones:

Anotó que como en la demanda se pide la nulidad de un acto expedido por una Junta Administradora Regional de Televisión, en este caso, la de la Sociedad de Televisión de las Islas, Ltda., TELEISLAS, es necesario, en forma preliminar, hacer un examen de la naturaleza jurídica de esas entidades así como de la evolución de las normas que las han regulado, para comprender su régimen, su organización, sus órganos de administración, etc.
Precisó, en ese sentido, que la mencionada sociedad la conforman el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (antes Inravisión Ltda.), el Departamento Archipiélago y el Municipio de Providencia y que, en consecuencia, se trata de un organismo que hace parte de las denominadas entidades descentralizadas indirectas o de segundo grado que, por permitirlo así la ley, se conforman con la participación de las entidades descentralizadas directas, es decir, por la Nación (sic) o las entidades territoriales.

Afirmó también que desde el año de 1968 se preveía la creación de personas jurídicas conformadas por entidades públicas, las cuales se catalogaban como entidades descentralizadas indirectas que debían clasificarse dentro de las categorías de empresas industriales o comerciales del estado o sociedades de economía mixta, debiendo estar previamente autorizadas por la ley; que las sociedades constituidas únicamente por entidades públicas debían adoptar la forma de empresas industriales y comerciales del estado; que en el artículo 29 del Decreto-Ley 1050 de 1968, por el cual se dictaron normas generales para la reorganización y el funcionamiento de la administración nacional, se estableció que: “Los establecimientos públicos y las empresas industriales y comerciales del estado no podrán constituir sociedades o compañías, entre sí o con otras personas, salvo los casos expresamente previstos en las leyes o autorizados por decreto del gobierno”; que en el artículo 4º del Decreto-Ley 3130 de 1968, por el cual se dictó el estatuto orgánico de las entidades descentralizadas del orden nacional, se dispuso que: “Las personas jurídicas en las cuales participen la nación y las entidades descentralizadas territorialmente o por servicios, asociadas entre ellas o con particulares, cuando para tal efecto estuvieren debidamente autorizadas, serán clasificadas en el acto de su constitución dentro de las categorías que establece el decreto 1050 de 1968, y en dicho acto también se precisará su pertenencia al orden nacional, departamental o municipal, según la naturaleza y ámbito del servicio, la proporción de las participaciones y la intención de sus creadores. Igual regla se seguirá con respecto a las personas jurídicas que se creen por la asociación de entidades descentralizadas, con o sin participación de personas privadas”; y que, posteriormente, en el artículo 4º del Decreto-Ley 130 de 1976, por el cual se dictaron normas sobre sociedades de economía mixta, se señaló que: “Las sociedades que se creen por la participación exclusiva de entidades públicas con el fin de desarrollar actividades de naturaleza industrial y comercial, se someterán a las normas previstas para las empresas industriales o comerciales del Estado. Sus estatutos proveerán  sobre las materias mencionadas en el inciso segundo del artículo anterior y, además, podrán disponer que un mismo órgano hará las veces de asamblea de accionistas o junta de socios y de junta directiva”.
Destacó que, conforme a la última de las normas atrás citadas, las personas jurídicas que se creen de la sociedad entre entidades públicas son organismos descentralizados indirectos, sometidos al régimen jurídico de las empresas industriales y comerciales del Estado, sin adoptar la forma de éstas.
Resaltó que la Ley 489 de 1998
 derogó expresamente los Decretos Leyes 1050 y 3130 de 1968 y el 130 de 1976, sin establecer una regulación específica para las sociedades entre entidades públicas, las cuales solo menciona en algunas disposiciones aisladas
.

Señaló que las sociedades entre entidades públicas son, pues, entidades descentralizadas indirectas y que aquellas en que el Estado posea el 90% o más del capital social se someten al régimen previsto para las empresas industriales y comerciales del estado, sin que deban constituirse bajo alguna de las formas de sociedades comerciales.
Apuntó que las sociedades públicas mencionadas por la Ley 489 de 1998, según lo entiende el Consejo de Estado, pueden ser de dos tipos:                       “a) Aquellas que siguen la normatividad de las empresas industriales y comerciales del Estado conforme al parágrafo 1° del artículo 38 de la ley, y  b) las asociaciones entre empresas industriales y comerciales del Estado exclusivamente o entre éstas y otros entes territoriales u otras entidades descentralizadas y que revistan la forma societaria, las cuales se sujetan a las normas de su acto de creación, el Código de Comercio y las especiales determinadas en el artículo 94 de esa ley.”

Precisó, luego de lo anterior, que de la interpretación sistemática de las disposiciones transcritas se entiende que la ley autorizó que los Canales Regionales de Televisión fueran creados como sociedades entre entidades públicas, a las cuales se les aplica el régimen jurídico de las empresas industriales y comerciales del Estado y que, en concordancia con dicha normativa, fue cómo, mediante escritura pública núm. 1846 de 31 de diciembre de 1997 de la Notaría Única de San Andrés, Isla, los representantes legales de Inravisión Ltda., el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y el Municipio de Providencia, debidamente facultados por las entidades que representaban, constituyeron la “ENTIDAD ASOCIATIVA DE RESPONSABILIDAD LIMITADA que tiene por objeto social la prestación del servicio público de televisión, sociedad que estará sometida al régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, vinculada a la Comisión Nacional de Televisión”, lo que hoy se denomina como Sociedad de Televisión de las Islas Ltda., TELEISLAS.
Indicó, igualmente, i) que según el certificado de existencia y representación de la sociedad, obrante en el proceso, su capital se encuentra dividido en 146,250.00 cuotas con valor nominal de $1,000., distribuido así: “Departamento Sai: 50,000.00; Municipio Providencia: 16,000.00; y Ministerio de Comunicaciones: 80.250.00.”;  ii)  que el 22 de abril de 1998, la Junta Administradora del Canal Regional de las Islas, mediante Acuerdo núm. 001, determinó hacer unas correcciones, aclaraciones y modificaciones a la escritura de constitución y los estatutos del canal Regional TELEISLAS, lo cual se hizo a través de la Escritura Pública núm. 1087 del 30 de junio de 1998, otorgada por el Notario Primero del Círculo de San Andrés, Isla, e inscrito ante la Cámara de Comercio de San Andrés, Isla, el 18 de febrero de 1999, bajo el número 00003974 del Libro IX, donde se estableció esencialmente que la Sociedad de Televisión de las Islas, es una entidad del orden  departamental; iii) que el Tribunal al resolver la solicitud de nulidad elevada por la parte opositora, en auto de fecha 12 de noviembre de 2009, se acogió a lo consignado en los estatutos, habida consideración que no habían sido demandados ni suspendidos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, y por ello gozaban plenamente de presunción de legalidad; y  iv) que, según se desprende del expediente, se han realizado una serie de reformas a los estatutos de la sociedad, empero, solo se analizará la que hace referencia al artículo segundo del Acuerdo 013 de 2007, expedido por la Junta Administradora Regional de la Sociedad de Televisión de las Islas, Ltda., TELEISLAS, que constituye el objeto de la presente demanda de nulidad, en cuanto estableció que el gerente de la Sociedad es “empleado de dirección, manejo y confianza de libre nombramiento y remoción por la Junta Administradora ...”, norma ésta que, a juicio del actor, vulnera el numeral 5 del artículo 305 de la Constitución Política, que establece que es atribución del Gobernador nombrar y remover libremente a los gerentes de las empresas industriales y comerciales del departamento.
Anotó que el legislador en el numeral 3º del artículo 37 de la Ley 182 de 1995
 estableció que “Los canales regionales de televisión serán sociedades entre entidades públicas organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, vinculadas a la Comisión Nacional de Televisión, y podrán pertenecer al orden nacional o departamental, según lo determinen las Juntas Administradoras regionales en sus estatutos”, y subrayó que, “en ese sentido, se podría decir que los canales regionales no pueden considerarse per se como empresas industriales y comerciales del Estado, como quiera que son personas jurídicas totalmente distintas a las demás entidades descentralizadas consagradas en la Ley 489 de 1998, que las denomina sociedades públicas, luego, si en ellas el Estado posee más del 90% del capital social se les aplica el régimen de las empresas industriales y comerciales del estado, sin que deban constituirse bajo algunas de las formas de sociedades comerciales”.

Destacó que la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda., TELEISLAS, es conforme al análisis en precedencia y de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 182 de 1995, una sociedad entre entidades públicas, organizada como una empresa industrial y comercial del Estado, vinculada a la Comisión Nacional de Televisión, perteneciente al orden departamental, y está sometida a  las normas que la crearon, a las propias y vigentes de las empresas industriales y comerciales del Estado en cuanto no sean incompatibles con su propia naturaleza  y a sus estatutos en todo aquello que no haya sido definido por las demás  disposiciones.
Aclaró, no obstante, que como lo que se trata es determinar a quién corresponde la designación del gerente del canal regional TELEISLAS, y no de una sociedad entre entidades públicas cualquiera, no puede soslayarse el estudio integrado de las disposiciones que regulan el servicio público de televisión.
En ese orden, precisó que los artículos 76 y 77 de la Constitución Política dispusieron la creación de un organismo encargado de dirigir y regular el uso del espectro electromagnético utilizado para los servicios de televisión; que esa entidad es la denominada Comisión Nacional de Televisión, la cual  es uno de los entes autónomos e independientes de que trata el inciso segundo del artículo 113 Superior; que en desarrollo de la autonomía que le reconoce la Constitución Política a la Comisión Nacional de Televisión, ésta goza de la potestad de regulación normativa que le permite ejercer la función contemplada en el inciso 2° del artículo 77 de la C.P.
; que dicho carácter constitucional se refleja, de un lado, en la no sujeción de la Comisión a las disposiciones de autoridades estatales diferentes al legislador, y de otro, en la potestad que le confiere la Carta de dictar la regulación normativa pertinente para el manejo de la televisión; y que la facultad de regulación que ejerce la Comisión Nacional de Televisión en el campo de la televisión, es de carácter reservado, exclusivo y excluyente, de cualquier otro tipo de regulación, siendo por ello inconstitucional que otra autoridad administrativa expida una regulación concomitante con la suya en lo relacionado con la prestación del servicio público de televisión, o que se la someta a una regulación distinta a la que ella misma expide.
Señaló que “[e]n el caso concreto, es decir, el examen de legalidad del Artículo Segundo del Acuerdo No. 013 de octubre 19 de 2007, frente al numeral 5 del artículo 305 de la Constitución Política, que establece que es atribución del Gobernador nombrar y remover libremente a los gerentes de las empresas industriales y comerciales del departamento, no debe perderse de vista que, según el estudio en precedencia, los prestadores del servicio de televisión no son propiamente empresas industriales y comerciales del estado, y adicionalmente, por tratarse de la prestación de un servicio sujeto a un régimen legal propio, debe atenerse a su propia regulación”.
Afirmó, en ese orden, que la Comisión Nacional de Televisión expidió el Acuerdo núm. 012 de 1997, “Por medio del cual se reglamenta la creación de los canales regionales”, en cuyo artículo 11 estableció las funciones de la Junta Administradora Regional, entre las que se encuentra la de “[…] b) designar y remover libremente al gerente de la entidad […]”.

Concluyó, por lo anterior, que siendo la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda., TELEISLAS, una sociedad entre entidades públicas, donde figuran actualmente como socios el Ministerio de Comunicaciones, el Departamento Archipiélago y el Municipio de Providencia y Santa Catalina, la designación del gerente o presidente de la entidad no puede regirse íntegramente por la disposición del numeral 5 del artículo 305 Superior, dado que, por su misma naturaleza, tal designación escapa a la competencia de uno solo o de algunos de los representantes legales de los socios, pues no existe preeminencia de alguno de ellos sobre los demás, y si lo hubiese, sería atribuible a Inravisión (hoy Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones), por tener más del 60% del capital social; por lo tanto -estimó-, es claro que tal designación corresponde al órgano de dirección que los agrupa a todos y permite su participación en igualdad de condiciones, esto es, a la Junta de Socios, denominada en el sector como Junta Administradora Regional, en los términos establecidos en las normas especiales (Acuerdo 012 de 1997 de la CNTV) y los correspondientes estatutos.

VI.- EL RECURSO DE APELACION
La parte actora apeló oportunamente el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de San Andrés Providencia y Santa Catalina, con apoyo en las siguientes razones:
Estimó que la afirmación del  a quo en el sentido de que los prestadores del servicio de televisión no son propiamente empresas Industriales y Comerciales del Estado, contradice plenamente lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 37 de la Ley 182 de 1995, que prevé que: “[l]os canales regionales de televisión serán sociedades entre entidades públicas organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, vinculadas a la Comisión Nacional de Televisión, y podrán pertenecer al orden nacional o departamental, según lo determinen las Juntas Administradoras regionales en sus estatutos”, así como lo señalado en la  escritura pública núm. 1846 de 31 de diciembre de 1997 y posteriormente en la escritura pública núm. 1087 de 30 de junio  de 1998, mediante la cual fueron reformados, adicionados o modificados los estatutos del canal, en donde se dijo que: “[l]a Sociedad de televisión de las Islas Ltda. Teleislas como canal u organización regional de Televisión, es una empresa Industrial y Comercial del Estado […]”.
Advirtió, en ese contexto, que la Ley 182 de 1995 es clara cuando dice que las Organizaciones Regionales de Televisión serán sociedades entre entidades públicas organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, del orden nacional o departamental, y por lo tanto, como la naturaleza jurídica de las referidas sociedades la determina expresamente la misma Ley, no hay lugar a interpretaciones distintas.
Señaló, de otro lado, que a través del Artículo 7° de la Ley 335 de 1996, que reformó el penúltimo inciso del numeral 3º del artículo 37 de la Ley 182 de 1995, se ley le dio un trato especial a San Andrés Providencia y Santa Catalina, cuando se dijo que: “[…] San Andrés y Providencia podrá tener un Canal Regional, sin requerir para ello entrar en asocio con otro ente territorial. […]”.

Consideró, en consecuencia, que erró el Tribunal al expresar que no existe causal de nulidad en el caso objeto de estudio, cuando es claro, contrario a lo fallado, que TELEISLAS es una empresa industrial y comercial del Estado y en virtud de lo dispuesto en el Artículo 305 de la C.P. corresponde al Gobernador nombrar el gerente de la referida sociedad de televisión. Por lo tanto, al violarse la mencionada norma superior, debe accederse a las súplicas de la demanda.

VII.- ALEGATOS DE SEGUNDA INSTANCIA Y

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
En esta etapa procesal solo intervino el Ministerio de Comunicaciones, quien reiteró, en lo fundamental, lo manifestado en su escrito de impugnación a la demanda, en el sentido de señalar que TELEISLAS es una entidad del orden nacional, y que la designación de su gerente corresponde a la Junta Administradora, por así disponerlo el artículo 11 del Acuerdo 012 de 1997 de la Comisión Nacional de Televisión.
El agente del Ministerio Público guardó silencio en este asunto.
VIII.- LA DECISION
No observándose causal de nulidad que invalide lo actuado, se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de los demandantes, previas las siguientes
CONSIDERACIONES

1.- El acto acusado

Lo constituye el artículo 2º del Acuerdo 013 de 2007, expedido por la Junta Administradora Regional de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, cuyo texto literal es el que sigue:

“ARTICULO SEGUNDO. El artículo 20 de los estatutos, quedara (sic) de la siguiente manera. DEL GERENTE: El gerente de la sociedad de Televisión de las Islas Ltda., TELEISLAS, es empleado de dirección, manejo y confianza de libre nombramiento y remoción por la Junta Administradora, por mayoría absoluta de votos de sus integrantes a saber:
MINISTERIO DE COMUNICACIONES




        1 VOTO

DELEGADO JUNTA DIRECTIVA COMISIÓN NACIONAL DE TLEVISION(SIC)    1 VOTO

COMISIONADO DE LOS CANALES REGIONALES


                          1 VOTO

GOBERNACION DEL DEPARTAMENTO
                                                                                          1  VOTO

ALCALDIA MUNICIPAL DEL PROVIDENCIA (SIC)
                                                                    1  VOTO
El gerente cumplirá las funciones asignadas en el referido artículo veinte de los estatutos de la sociedad.”
2.- El problema jurídico a resolver

Como quiera que la presente instancia se encuentra rigurosamente delimitada por los términos de la impugnación presentada por el apelante, la Sala se ocupará de establecer si la naturaleza jurídica de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. “Teleislas” es la de ser una empresa industrial y comercial del Estado, del orden departamental, y si por razón de dicha naturaleza, la designación de su gerente le corresponde al Gobernador del Departamento de San Andrés Providencia y Santa Catalina y no a la Junta Administradora de esa sociedad, tal como se dispuso en la norma acusada, la cual, en criterio del actor, desconoce lo establecido en el artículo 305 núm. 5 de la C.P.
3.- Análisis de la impugnación

3.1 Antecedentes de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. “Teleislas”. 
El examen de los elementos de prueba pertinentes, que obran en el expediente, es demostrativo de los siguientes hechos en relación con los antecedentes de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda.- TELEISLAS:
- La Asamblea del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina expidió la Ordenanza Departamental núm. 016 de noviembre 26 de 1992 “Por el (sic) cual se ordena al Gobernador del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina la creación de una Organización Regional de Televisión y se autoriza una Asociación”
. En este acto, en efecto, se dispuso lo siguiente:

“ARTÍCULO PRIMERO: Ordénase al Gobernador del Departamento la Creación de una Organización Regional de Televisión de conformidad con lo dispuesto en la Ley 14 de 1.991; por el (sic) cual se dictan normas sobre el servicio de televisión y radiodifusión oficial.
ARTÍCULO SEGUNDO: Autorizase al Gobernador del Departamento para que se asocie el Departamento Archipiélago con INRAVISIÓN MINCOMUNICACIONES, Municipio de Providencia Isla y demás entidades de acuerdo a las disposiciones legales, y constitucionales sobre la materia.
ARTÍCULO TERCERO: La Organización Regional de Televisión será una entidad asociativa de derecho público del orden nacional, organizada como empresa industrial y comercial del estado vinculado (sic) al mincomunicaciones.

[…]” (mayúsculas sostenidas originales – subrayas y negrillas de la Sala)
- El Concejo Municipal de Providencia, Isla, por su parte, expidió el Acuerdo Municipal núm. 06 de 16 de mayo de 1997 “Por el cual se autoriza al Alcalde Municipal de Providencia y Santa Catalina Islas a participar como socio fundador del canal de televisión “Teleislas””
.
- En certificación de fecha 17 de diciembre de 1997, suscrita por el Secretario General del Instituto Nacional de Radio y Televisión – INRAVISIÓN, se dice que en reunión de Junta de Socios de INRAVISIÓN celebrada el día 15 de diciembre de 1997 se autorizó la participación de esta entidad en el Canal Regional de TELEISLAS
.
- Mediante escritura pública núm. 1846 de 31 de diciembre de 1997
, otorgada ante el Notario Primero del Círculo de San Andrés, Isla, se constituyó la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. “TELEISLAS”. A este acto concurren, a través de sus apoderados y/o representantes legales, el Instituto Nacional de Radio y Televisión – INRAVISIÓN, el Departamento Archipiélago de San Andrés Providencia y Santa Catalina y el Municipio de Providencia y Santa Catalina. Consta en dicho acto lo siguiente:
“[…] comparecieron […] y manifestaron SEGÚN MINUTA: PRIMERO. Debidamente autorizado por la Comisión Nacional de Televisión, de conformidad con el numeral 3º del artículo 37 de la ley 182 de 1995 y debidamente facultado por las entidades que representan según lo acreditan con copias auténticas de los respectivos actos administrativos que presentan para su protocolización con esta escritura, vienen a constituir como efectivamente lo hacen una ENTIDAD ASOCIATIVA DE RESPONSABILIDAD LIMITADA, que tiene por objeto social la prestación del servicio público de televisión, sociedad que estará sometida al régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, vinculada a la Comisión Nacional de Televisión. SEGUNDO. Que la sociedad que aquí se constituye, se regirá por las disposiciones contenidas en las Leyes 42 de 1985, 14 de 1991, 182 de 1995 y 335 de 1996, siempre y cuando éstas últimas no contraríen a la primera; por las disposiciones establecidas para la Empresa Industrial y Comercial del Estado, por las normas contenidas en el Código de Comercio y por el siguiente estatuto: Artículo 1º. Naturaleza Jurídica y Control de Tutela.- Sociedad de Televisión de las Islas Ltda., como canal u organización regional de televisión, es una Empresas (sic) Industriales (sic) y Comerciales (sic) del Estado entre entidades públicas (sic), vinculada a la Comisión Nacional de Televisión, sometida a las normas previstas para las Empresas Industriales y Comerciales del Estado. La sociedad está sujeta a las disposiciones establecidas en las Leyes 42 de 1985, 14 de 1991, 182 de 1995 y 335 de 1996 y los Decretos-Leyes 1050 y 3130 de 1968, 130 de 1976 y 1222 de 1985 y demás que los reformen o sustituyan, las contenidas en sus estatutos sociales y estatutos internos y, en lo no dispuesto por estas normas, por el Código de Comercio en lo relativo a las sociedades de responsabilidad limitada. La Comisión Nacional de Televisión ejercerá la intervención, dirección, regulación y control del servicio público de televisión regional. […]”(mayúsculas sostenidas originales – negrillas de la Sala)
En esta escritura pública no se determinó el nivel al que pertenecería la citada sociedad, esto es, si al nivel nacional o al departamental.
- La Junta Administradora de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. - TELEISLAS profirió el Acuerdo núm. 001 de 22 de abril de 1998 “Por medio del cual se realizan unas correcciones, aclaraciones y modificaciones a la escritura de constitución y los estatutos del canal Regional TELEISLAS”
. 
Se dijo en este acto, en lo pertinente, lo que sigue:
“CONSIDERANDO QUE:

Durante la transcripción de la escritura pública de Constitución de la Sociedad de Televisión de las Islas se omitió establecer el nivel a que pertenece la Sociedad Teleislas, desconociendo lo establecido en el artículo 37 numeral 3º de la ley 182 de 1995, que dispone que debe ser del Nivel Nacional o Departamental.

Que así mismo en la escritura de Constitución se introdujeron de manera errónea algunos datos al establecer en el segundo manifiesto lo siguiente: “Que la sociedad que aquí se constituye, se regirá por las disposiciones contenidas en las Leyes 42 de 1985, 14 de 1991, 182 de 1995 y 335 de 1996, siempre y cuando éstas últimas no contraríen a la primera”, pero la Ley 42 es la que debe ser respetada (sic) a la Ley 182 de 1995 y 335 de 1995 (sic).
Que estableció como socio a la Alcaldía y no el Municipio que es el ente Territorial representado por el Alcalde.

[…]

ACUERDA:

ARTÍCULO PRIMERO: Establescase (sic) que LA SOCIEDAD DE TELEVISION DE LAS ISLAS es una entidad del orden DEPARTAMENTAL por lo tanto la segunda manifestación de la escritura de Constitución quedará de la siguiente manera: “Que la sociedad que aquí se constituye será del orden departamental, la cual se regirá por las disposiciones contenidas en las Leyes 182 de 1995, 335 de 1996, 14 de 1991 y 42 de 1985, siempre y cuando esta última no contraríen (sic) las anteriores, por las disposiciones establecidas por (sic) la Empresa Industrial y Comercial del Estado, por las normas contenidas en el Código de Comercio y por el siguiente estatuto: “El artículo 1º de los estatutos quedará así:
“NATURALEZA JURÍDICA Y CONTROL DE TUTELA.- La Sociedad de Televisión de las (sic) Ltda., como Canal u Organización Regional de Televisión, es una Empresa Industrial y Comercial del Estado, entre entidades públicas (sic), del orden Departamental vinculada a la Comisión Nacional de Televisión, sometida a las normas prevista (sic) para las Empresas Industriales y Comerciales del Estado. La sociedad está sujeta a las disposiciones establecidas en las disposiciones establecidas (sic) en la Ley 14 de 1991, 182 de 1995 y 335 de 1996 y los Decretos-Leyes 1050 y 3130 de 1968, 130 de 1976 y 1222 de 1985 y demás que los reformen o sustituyan, las contenidas en sus estatutos sociales y estatutos internos y, en lo no dispuesto por estas normaas (sic), por le (sic) Código de Comercio en lo relativo a las sociedades de responsabilidad limitada. 
La Comisión Nacional de Televisión ejercerá la intervención, dirección, regulación y control del servicio público de Televisión Regional. […]”(mayúsculas sostenidas originales – negrillas de la Sala)
- A través de la escritura pública núm. 1087 de 30 de junio de 1998
, otorgada ante el Notario Primero del Círculo de San Andrés, Isla, el representante legal de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. –TELEISLAS, “sociedad entre entidades públicas, organizada como Empresa Industrial y Comercial del Estado”, manifestó que mediante Acuerdo 001 de marzo 2 (sic) de 1998 la Junta Administradora aprobó la realización de unas correcciones, aclaraciones y modificaciones a la escritura de constitución y a los estatutos del Canal Regional TELEISLAS y que esas correcciones, aclaraciones y modificaciones son, entre otras, que la sociedad que se constituye es del ORDEN DEPARTAMENTAL. 

Se transcribe en este instrumento público la totalidad del articulado del Acuerdo 001 de 1998.
3.2  Naturaleza jurídica de TELEISLAS. Las entidades descentralizadas indirectas. Las sociedades públicas

Como se observa, ciertamente no fueron muy precisos los actos contentivos de la constitución y de los estatutos de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, ni sus posteriores reformas, en cuanto a su naturaleza jurídica, pues se expresa que esta sociedad, como Canal u Organización Regional de Televisión, es una “Empresa Industrial y Comercial del Estado, entre entidades públicas, del orden Departamental”, cuando lo cierto es que, como pasa a examinarse seguidamente, y tal como se expresó en la escritura pública antes citada, la misma legalmente es una sociedad entre entidades públicas, organizada como Empresa Industrial y Comercial del Estado, del orden departamental.
En efecto, a partir de la normativa invocada en los actos antes mencionados, debe concluirse, sin ambages, que la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, en cuanto Organización Regional de Televisión, es una sociedad entre entidades públicas, del orden departamental, organizada como empresa industrial y comercial del Estado.
A este respecto, es pertinente precisar inicialmente que en el artículo 22 de la Ley 14 de 1991 “Por la cual se dictan normas sobre el servicio de televisión y radiodifusión oficial”, relativo a las organizaciones regionales de televisión, se dispuso lo siguiente:

“Artículo 22. Definición y Naturaleza Jurídica. Las organizaciones regionales de televisión tendrán a su cargo la prestación del servicio público de televisión mediante la programación, administración y operación de un canal o cadena regional de televisión, en la frecuencia o las frecuencias adjudicadas por el Ministerio de Comunicaciones, sobre el área de cubrimiento autorizado en el acto de establecimiento de la respectiva organización, o posteriormente. La prestación del servicio regional de televisión se someterá a la presente Ley y a las normas concordantes. 

Las organizaciones regionales de televisión son entidades asociativas de derecho público del orden nacional organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, vinculadas al Ministerio de Comunicaciones y constituidas mediante la asociación de Inravisión con entidades de derecho público de los diferentes órdenes territoriales debidamente autorizadas para el efecto. 

El Gobierno Nacional reglamentará las condiciones generales que deben reunir las regiones para el establecimiento de Organizaciones Regionales de Televisión. 

Parágrafo. Los canales regionales de televisión actualmente constituidos se reorganizarán en el plazo de seis (6) meses contados a partir de la vigencia de la presente ley, para adaptar su estructura, funcionamiento y régimen jurídico interno a las normas generales de esta ley y a las específicamente previstas en ella para las organizaciones regionales de televisión.” (negrillas de la Sala)
En la ordenanza Departamental 016 de noviembre 26 de 1992 “Por el (sic) cual se ordena al Gobernador del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina la creación de una Organización Regional de Televisión y se autoriza una Asociación”, como antes se dijo, la Asamblea del Departamento Archipiélago de San Andrés Providencia y Santa Catalina autorizó al Gobernador del mismo para que creara una Organización Regional de Televisión, asociándose para el efecto con el Instituto Nacional de Radio y Televisión – INRAVISIÓN y el municipio de Providencia. En este acto, en armonía con la Ley 14 de 1991, se señaló que la citada Organización Regional de Televisión “será una entidad asociativa de derecho público del orden nacional organizada como empresa industrial y comercial del estado”.
La Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, no obstante, según lo antes examinado, solo se constituyó en el año 1997, a través de la escritura pública núm. 1846 del 31 de diciembre de 1997, otorgada ante el Notario Primero del Círculo de San Andrés, Isla, acto éste en el cual se expresó que la “Sociedad de Televisión de las Islas Ltda.”, como canal u organización regional de televisión, es una Empresas (sic) Industriales (sic) y Comerciales (sic) del Estado entre entidades públicas (sic), vinculada a la Comisión Nacional de Televisión, sometida a las normas previstas para las Empresas Industriales y Comerciales del Estado”, aunque no se precisó a que nivel pertenecería, esto es, si sería de nivel nacional o departamental.
Esto último, valga aclararse, fue una posibilidad que se estableció luego de la Ley 14 de 1991. 
En efecto, en el año 1995 se expidió la Ley 182
 “Por la cual se reglamenta el servicio de televisión y se formulan políticas para su desarrollo, se democratiza el acceso a éste, se conforma la Comisión Nacional de Televisión, se promueven la industria y actividades de televisión, se establecen normas para contratación de los servicios, se reestreucturan <sic> entidades del sector y se dictan otras disposiciones en materia de telecomunicaciones”, en cuyo artículo 37 se estableció lo siguiente:
“Artículo 37. Régimen de Prestación. En cada uno de los niveles territoriales antes señalados, el servicio público de televisión será prestado en libre y leal competencia, de conformidad con las siguientes reglas: 
[…]

3. Nivel Regional: El servicio público de televisión también será reserva del Estado y será prestado por las organizaciones o Canales Regionales de Televisión existentes al entrar en vigencia la presente Ley y por los nuevos operadores que se constituyan con la previa autorización de la Comisión Nacional de Televisión, mediante la asociación de al menos dos departamentos contiguos, o en su nombre, de entidades descentralizadas del orden departamental o empresas estatales de telecomunicaciones de cualquier orden o bien del Distrito Capital, o entidades descentralizadas del orden distrital, salvo aquellos que estén funcionando a la fecha de la vigencia de la presente Ley. Los municipios y sus entidades descentralizadas también podrán participar como socios de estos canales. 
Los canales regionales de televisión serán sociedades entre entidades públicas organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, vinculadas a la Comisión Nacional de Televisión, y podrán pertenecer al orden nacional o departamental, según lo determinen las Juntas Administradoras regionales en sus estatutos.
[…]

Santafé de Bogotá, D.C., podrá tener canal regional en asocio con Cundinamarca y los nuevos departamentos. San Andrés y Providencia podrá tener un canal regional, sin requerir para ello entrar en asocio con otro ente territorial
. 
[…]” (negrillas y subrayas de la Sala)
Aunque la Ley 182 de 1995 no derogó expresamente el artículo 22 de la Ley 14 de 1991, como sí lo hizo frente a otros artículos de dicha ley, es claro que el mismo resultó modificado
 por el texto transcrito, pues los Canales Regionales u organizaciones Regionales de Televisión pasaron de ser entidades asociativas de derecho público del orden nacional, a “sociedades entre entidades públicas organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, vinculadas a la Comisión Nacional de Televisión” que “podrán pertenecer al orden nacional o departamental, según lo determinen las Juntas Administradoras regionales en sus estatutos”.
En atención a este cambio en la legislación, como expresamente se dijo en los considerandos del Acuerdo 001 de 1998, fue que la Junta Administradora de TELEISLAS realizó unas correcciones, aclaraciones y modificaciones a la escritura de constitución y a sus estatutos, entre ellos, precisamente el de señalar que “es una Empresa Industrial y Comercial del Estado, entre entidades públicas, del orden Departamental, vinculada a la Comisión Nacional de Televisión”. Esta modificación se elevó a escritura pública.
Ahora bien, es preciso destacar que la Comisión Nacional de Televisión, “en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 12 literal a) de la Ley 182 de 1995
, y la Ley 335 de 1996
”, profirió el Acuerdo núm. 12 de 1997 (febrero 14)
 “Por medio del cual se reglamenta la creación de los canales regionales”, en cuyo artículo 1º, al definir la naturaleza jurídica de las organizaciones regionales de televisión, determinó lo siguiente: 

“Artículo 1º. Naturaleza Jurídica. Las organizaciones regionales de televisión, son sociedades entre entidades públicas, organizadas como Empresas Industriales y Comerciales del Estado, vinculadas a la Comisión Nacional de Televisión, y podrán pertenecer al orden nacional o departamental, según lo determinen las Juntas Administradoras Regionales en sus estatutos.
Los Canales Regionales están sujetos a las disposiciones vigentes establecidas en las Leyes 14 de 1991 y 182 de 1995, los Decretos leyes 1050 y 3130 de 1968, 130 de 1976 y 1222 de 1985 <sic, es 1986> y las demás que los reformen o sustituyan.
La Comisión Nacional de Televisión ejercerá la regulación y control del servicio público de televisión regional.” (negrillas y subrayas ajenas al texto original)
Así las cosas, se reitera, la naturaleza jurídica de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, en cuanto Organización Regional de Televisión, es la de ser una sociedad entre entidades públicas, del orden departamental, organizada como empresa industrial y comercial del Estado.
Las sociedades públicas, debe precisarse, son una expresión de las denominadas entidades descentralizadas indirectas o de segundo grado, las cuales son constituidas por entidades descentralizadas directas, como es el caso, precisamente, de las empresas industriales y comerciales del Estado.
Debe recordarse al respecto, en efecto, que las entidades descentralizadas indirectas o de segundo grado, son las creadas por la voluntad y participación de otras entidades descentralizadas como los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta y las entidades territoriales. A ellas se referían las normas provenientes de la reforma administrativa de 1968, en particular, los artículos 29 del Decreto 1050
 y 4º del Decreto 3130
, ambos de 1968, así como el artículo 4º del Decreto 130 de 1976
, decretos éstos posteriormente derogados por la Ley 489 de 1998. Esta última normativa, aunque no en forma sistemática, se refiere a las entidades descentralizadas indirectas, señalando en el parágrafo de su artículo 49 que se constituirán con arreglo a las disposiciones de dicha ley y, en todo caso, previa autorización del gobierno nacional si se tratare de entidades de ese orden o del gobernador o el alcalde tratándose de entidades del orden departamental o municipal. Así mismo, en relación con las sociedades públicas, la ley alude a ellas, para incluirlas en la estructura de la Rama Ejecutiva del Poder Público, que trae el artículo 38, y clasificarlas dentro del sector descentralizado por servicios en el literal f) del numeral 2° del mismo, lo cual reafirma luego en el artículo 68, al incorporarlas en la enumeración de las entidades descentralizadas del nivel nacional.
La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado se ha referido a la creación de las entidades descentralizadas indirectas, en los siguientes términos:

“Como se dijo atrás, estas entidades indirectas son una especie del género entidades descentralizadas, por ello y porque gozan de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio o capital independiente, es decir, reúnen los requisitos establecidos para las entidades descentralizadas por el artículo 68 de la ley 489 de 1998
, forman parte del sector descentralizado de la administración pública; y en el caso de las asociaciones y fundaciones de que trata el artículo 96, tienen como objeto principal “el cumplimiento de actividades propias de las entidades públicas”.
Como consecuencia de ser entidades descentralizadas, su constitución debe estar autorizada por la ley, la ordenanza o el acuerdo, pues la Constitución Política no las contempla como sujetos de régimen especial o diferente, y entonces el legislador no podría regularlas en contrario.
La ley 489 de 1998 usa las expresiones, “se constituirán…previa autorización”, en el parágrafo del artículo 49, y “En todo caso, en el correspondiente acto constitutivo que dé origen a una persona jurídica…”, en el inciso cuarto del artículo 96. ¿Cuál puede ser su significado? 
Según se destacó en el punto 1 de este concepto, cuando la Constitución Política regula las competencias de los órganos plurales de elección popular en materia de estructura de la administración pública incluye la de crear todas las entidades descentralizadas, salvo las sociedades de economía mixta para las cuales pueden autorizar su constitución. Esa diferencia tiene un sentido y un procedimiento: se trate de entidades con o sin ánimo de lucro, son entidades de naturaleza societaria o asociativa, en la medida en que efectivamente se constituyen por el acuerdo de dos o más personas, sean éstas naturales o jurídicas; ese acuerdo necesariamente debe recogerse en un contrato de sociedad o de avocación, sujeto a formalidades y requisitos que son determinantes para la existencia de la nueva persona jurídica y para los efectos entre los socios o asociados y ante los terceros.
En el caso de las sociedades públicas o mixtas, y de las asociaciones públicas o mixtas, ocurre igual: su constitución no surge por el mero hecho de la autorización de la ley, la ordenanza o el acuerdo, sino que requiere de un acto de naturaleza contractual; respecto de las entidades de que trata el artículo 96 de la ley 489 de 1998, el contenido de ese acto de constitución está detallado en la misma norma.

Significa entonces que, dentro del procedimiento de constitución de una entidad descentralizada indirecta, están previstas dos autorizaciones: la primera, ordenada por la Constitución, proveniente de la ley, la ordenanza o el acuerdo, por la cual se faculta a unas entidades para que constituyan otra; la segunda, ordenada por la ley, que debe proceder del gobierno nacional, el gobernador o el alcalde, para que esas entidades concurran al acto de constitución de la nueva y suscriban el correspondiente contrato de sociedad o de asociación. Es claro que en razón de la supremacía de la Constitución, esta segunda no puede sustituir a la primera; y que es competencia del legislador establecer los requisitos para la creación o constitución de las personas jurídicas, siempre que no se opongan a los de estirpe constitucional. A esta autorización se refiere el parágrafo del artículo 49 de la ley 489 de 1998, específicamente para las entidades descentralizadas indirectas, como requisito del acto de constitución de las mismas, que a su vez debe estar precedido por la autorización conferida por la ley, la ordenanza o el acuerdo, según el nivel nacional o territorial de las respectivas entidades concurrentes.”
 (negrillas no originales)
En relación con las sociedades públicas la Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto de fecha 20 de noviembre de 2003
, precisó lo siguiente:

“Las sociedades públicas son aquellas constituidas exclusivamente por entidades estatales, con el propósito de cumplir uno o varios fines del Estado, ya sea mediante el desarrollo de actividades asignadas a éste, la producción, explotación y comercialización de bienes y servicios de interés público o la puesta en marcha y continuación de industrias necesarias para el fomento de la economía nacional.

El actual Estatuto de la Administración Pública, la ley 489 de 1998, apenas si menciona a las sociedades públicas y no les dedica un campo especial como lo hace con otros organismos, tal vez por el hecho de que remite, en cuanto a su régimen jurídico, al de las empresas industriales y comerciales del Estado. 

Además de la asimilación al régimen de las empresas, la ley solamente alude a ellas, para incluirlas en la estructura de la Rama Ejecutiva del Poder Público, que trae el artículo 38, y clasificarlas dentro del sector descentralizado por servicios en el literal f) del numeral 2° del mismo, lo cual reafirma luego en el artículo 68, al incorporarlas en la enumeración de las entidades descentralizadas del nivel nacional, sin desarrollar una normatividad específica para ellas.

[…]

La asociación de empresas industriales y comerciales del Estado, regulada por el artículo 94 de la ley 489 de 1998, consiste en la empresa o sociedad creada “con la participación exclusiva de una o varias empresas industriales y comerciales del Estado o entre éstas y otras entidades descentralizadas y entidades territoriales”.

En consecuencia, se puede afirmar que las sociedades públicas mencionadas por la ley 489 de 1998, pueden ser de dos clases:

a) 
Aquellas que siguen la normatividad de las empresas industriales y comerciales del Estado conforme al parágrafo 1° del artículo 38 de la ley.

b) 
Las asociaciones entre empresas industriales y comerciales del Estado exclusivamente o entre éstas y otros entes territoriales u otras entidades descentralizadas y que revistan la forma societaria, las cuales se sujetan a las normas de su acto de creación, el Código de Comercio y las especiales determinadas en el artículo 94 de esa ley.

[…]” (resalta la Sala)
Igualmente, se ha destacado por esta Corporación
 la diferencia que existe entre las sociedades públicas y las asociaciones entre entidades públicas, precisando al respecto que:

“El régimen jurídico aplicable a las sociedades públicas pertenecientes al sector descentralizado, es el mismo de las empresas industriales y comerciales del Estado (comercial), de lo cual surge  que el objeto social necesariamente guarda identidad con el de dichas empresas, como es la realización de actividades de tipo industrial y/o comercial con claro ánimo de lucro.  Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta cuyo capital esté integrado en un 90% o más por capital público, tienen el mismo objeto pero se diferencian en la composición de sus socios o en la participación societaria: en las primeras sólo intervienen entidades públicas, mientras que en las segundas existe participación de capital privado en concurrencia con el capital público. A tal punto es clara esta diferenciación que, como lo dispone el artículo 101 de la ley 489 de 1.998, cuando la participación del capital privado se extingue y pasa a manos totalmente del sector público, tales sociedades, sin requerir de liquidación previa, se transforman en empresas industriales y comerciales del estado o en sociedades públicas. Contrario al ánimo de lucro que preside el ánimo asociativo en las sociedades públicas y sociedades de economía mixta, las entidades que surgen de la asociación entre entidades públicas, cumplen funciones de  índole administrativa como quiera que su finalidad es la, “de cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar conjuntamente servicios que se hallen a su cargo”, bien sea mediante la celebración de convenios interadministrativos o por la conformación de personas jurídicas sin ánimo de lucro. Las sociedades públicas descentralizadas y las entidades que surjan de la asociación entre entidades públicas, corresponden a modelos diferentes de organización administrativa, en las que, si bien tienen en común la participación exclusiva de entidades estatales, las primeras cumplen un objeto de naturaleza industrial y comercial (ánimo de lucro), y las segundas tienen como finalidad la cooperación de las funciones administrativas o la prestación conjunta de servicios para el cumplimiento de los fines del Estado”.

Por lo anterior, se reitera, la naturaleza jurídica de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, en cuanto Organización Regional de Televisión, es la de ser una sociedad entre entidades públicas, del orden departamental, organizada como empresa industrial y comercial del Estado, es decir, se trata de una entidad descentralizada indirecta o de segundo grado.
3.3 Inexistencia de contradicción en la sentencia apelada en cuanto a la naturaleza jurídica de Teleislas. 
El a quo en la sentencia apelada, luego de referirse a la normativa antes examinada señaló que “…los prestadores del servicio de televisión no son propiamente empresas industriales y comerciales del estado”, afirmación que el apelante considera contradictoria con lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 37 de la Ley 182 de 1995, que prevé que: “[l]os canales regionales de televisión serán sociedades entre entidades públicas organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, vinculadas a la Comisión Nacional de Televisión, y podrán pertenecer al orden nacional o departamental, según lo determinen las Juntas Administradoras regionales en sus estatutos”, así como con lo señalado en la escritura pública núm. 1846 de 31 de diciembre de 1997 y posteriormente en la escritura pública núm. 1087 de 30 de junio 30 de 1998, mediante la cual fueron reformados, adicionados o modificados los estatutos del canal, en donde se dijo que: “[l]a Sociedad de televisión de las Islas Ltda. Teleislas como canal u organización regional de Televisión, es una empresa Industrial y Comercial del Estado […]”.

La Sala no observa al respecto ninguna contradicción, como lo aduce el impugnante, conforme a lo siguiente:

Del análisis de la normativa antes transcrita y de los elementos de prueba que obran en el proceso, se puede concluir, válidamente, que TELEISLAS, en su condición de prestador del servicio público de televisión regional, es una sociedad entre entidades públicas (Nación, Departamento y Municipio) del orden departamental y no una empresa industrial y comercial del Departamento de San Andrés Providencia y Santa Catalina. 
Además - se subraya -, la norma legal que cita el impugnante en todo caso no señala que las organizaciones regionales de televisión sean empresas industriales y comerciales del Estado, sino sociedades entre entidades públicas organizadas como empresas industriales y comerciales del Estado, lo cual es diferente desde el punto de vista jurídico. 
Ciertamente, el hecho de que por mandato legal dichas sociedades deban organizarse como empresas industriales y comerciales del Estado
, no significa que adquieran dicha naturaleza jurídica, pues, como quedó visto, se trata de dos personas jurídicas de derecho público perfectamente diferenciables, al punto que las primeras hacen parte de las denominadas entidades descentralizadas indirectas o de segundo grado, al paso que las segundas lo son de las entidades descentralizadas directas o de primer grado.
- Ahora bien, en cuanto a lo expresado en la escritura pública referida en el recurso de apelación, como antes se dijo, en ella se observa una imprecisión, pues aunque de acuerdo con la normativa legal invocada en el Acuerdo 001 de 1998 que se protocolizó en ese instrumento público, la sociedad TELEISLAS es una sociedad entre entidades públicas, en dicho documento, en forma errónea, se dijo que es “una Empresa Industrial y Comercial del Estado entre entidades públicas
”; no obstante, el mismo es un error que no tiene la virtualidad de desconocer su verdadera naturaleza jurídica.
3.2  De la designación del gerente de TELEISLAS
El demandante, a partir del supuesto de que la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS es una empresa industrial y comercial del Departamento de San Andrés Providencia y Santa Catalina, estima que su gerente debe ser nombrado y/o removido por el Gobernador de éste, por así señalarlo el artículo 305 núm. 5 de la Constitución Política, y no por la Junta Administradora del canal regional, como se dispuso en el acto acusado.
La norma superior mencionada en efecto establece que es atribución del Gobernador “Nombrar y remover libremente a los gerentes o directores… de las empresas industriales y comerciales del Departamento…”.
No obstante lo anterior, en criterio de la Sala, la misma no es una normativa aplicable en este asunto, de un lado, por cuanto que, como se examinó previamente, la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS no es una empresa industrial y comercial del Departamento sino una sociedad entre entidades públicas (en la que tiene participación el Departamento de San Andrés Providencia y Santa Catalina), independientemente de que, por mandato legal, deba organizarse bajo la forma de una empresa industrial y comercial del Estado y de que se someta, entre otras normas, a las que rigen este tipo de entidades descentralizadas por servicios y, de otro, porque este tipo especial de sociedades públicas denominadas Organizaciones Regionales de Televisión, se someten a la normativa especial que rige en materia del servicio público de televisión, en la cual, como pasa a verse en seguida, se establece que la designación y la remoción de su gerente corresponde a la Junta Administradora Regional de la respectiva sociedad.
En efecto, en el antes citado Acuerdo núm. 12 de 1997 (febrero 14), proferido por la Comisión Nacional de Televisión “Por medio del cual se reglamenta la creación de los canales regionales”, en relación con los órganos de dirección y administración de las sociedades entre entidades públicas, operadoras del servicio público de televisión a nivel regional, y con las funciones de éstos, se prevé lo siguiente:
“Artículo  8º. Dirección. La Dirección y Administración de la Sociedad estará a cargo de la Junta Administradora Regional y tendrá un gerente quien será su representante legal.”
“Artículo 9º. De la Junta Administradora Regional. La Junta Administradora Regional es el máximo organismo de la sociedad, hará las veces de Junta de Socios para todos los efectos.”
“Artículo 10. Integrantes. Las Juntas Administradoras Regionales, estarán integradas por un miembro de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión o su delegado y los socios que por estatutos establezcan su participación.

El gerente de la entidad asistirá por derecho propio a las reuniones de la junta con voz pero sin voto.”
“Artículo 11. Competencia de la Junta Administradora Regional. Corresponde a la Junta Administradora Regional, la dirección técnica y financiera, presupuestal y administrativa de la entidad.
Tiene además las siguientes funciones:
a) Adoptar los estatutos de la entidad y someterlos a su consideración y aprobación;

b) Designar y remover libremente al gerente de la entidad; 

[…]” (se resalta por la Sala)
En esta normativa claramente se prevé que la designación o remoción del gerente de las sociedades entre entidades públicas, operadoras del servicio público de televisión a nivel regional, es un asunto que corresponde a las Juntas Administradoras Regionales de tales sociedades.

En el anterior contexto, la norma acusada, en cuanto dispuso que “El gerente de la sociedad de Televisión de las Islas Ltda., TELEISLAS, es empleado de dirección, manejo y confianza de libre nombramiento y remoción por la Junta Administradora” no vulnera la normativa superior invocada en la demanda.
4.- Conclusión
Con fundamento en las anteriores consideraciones, al no haber sido desvirtuada la presunción de legalidad del acto demandado, se confirmará la sentencia apelada.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia apelada, de fecha 20 de mayo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo de San Andrés Providencia y Santa Catalina, mediante la cual se niegan las pretensiones de la demanda formulada en ejercicio de la acción de nulidad contra el artículo 2º del Acuerdo 013 de 2007, expedido por la Junta Administradora Regional de la Sociedad de Televisión de las Islas Ltda. – TELEISLAS, y se levanta la medida cautelar de suspensión provisional de dicha disposición.

SEGUNDO: RECONÓCESE PERSONERÍA a la Abogada LORENA DEL PILAR RAAD FORERO como apoderada del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en los términos y para los fines de la sustitución de poder vista a folio 20 de este cuaderno.

TERCERO: RECONÓCESE PERSONERÍA a la Abogada FABIANA CONSTANZA HERNANDEZ AHUMADA como apoderada del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en los términos y para los fines del poder a ella conferido, visto a folios 23 a 27 de este cuaderno.

Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase.
La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en su sesión del 23 de agosto de 2012.
MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ

     MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO
                           Presidenta
MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Mediante auto de 21 de mayo de 2009, en el que se admitió “como parte coadyuvante o impugnadora” en el presente proceso al Ministerio de Comunicaciones, se dispuso, además, rechazar por extemporáneo el mencionado recurso de apelación. (fls. 116 a 118 del cdno. ppal.)


� Adoptada mediante auto de 12 de mayo de 2009. (fls. 14 a 17 del cuaderno principal)


� “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”.


� Citó al respecto los artículos 38 y 68 de la ley 489 de 1998, en cuanto disponen, en lo pertinente, lo siguiente: 


“Artículo 38. Integración de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el Orden Nacional. La Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, está integrada por los siguientes organismos y entidades: […] 2. Del Sector descentralizado por servicios: […] f) Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta; […] Parágrafo 1º. Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta en las que el Estado posea el noventa por ciento (90%) o más de su capital social, se someten al régimen previsto para las empresas industriales y comerciales del Estado.”


“Artículo 68. Entidades descentralizadas. Son entidades descentralizadas del orden nacional, los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta, las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería jurídica, las empresas sociales del Estado, las empresas oficiales de servicios públicos y las demás entidades creadas por la ley o con su autorización, cuyo objeto principal sea el ejercicio de funciones administrativas, la prestación de servicios públicos o la realización de actividades industriales o comerciales con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. Como órganos del Estado aun cuando gozan de autonomía administrativa están sujetas al control político y a la suprema dirección del órgano de la administración al cual están adscritas. // Las entidades descentralizadas se sujetan a las reglas señaladas en la Constitución Política, en la presente ley, en las leyes que las creen y determinen su estructura orgánica y a sus estatutos internos. […]”.


� Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Rad. Núm. 1537, concepto de 20 de noviembre de 2003.


� “Por la cual se reglamenta el servicio de televisión y se formulan políticas para su desarrollo, se democratiza el acceso a éste, se conforma la Comisión Nacional de Televisión, se promueven la industria y actividades de televisión, se establecen normas para contratación de los servicios, se reestructuran entidades del sector y se dictan otras disposiciones en materia de telecomunicaciones”:


� “La televisión será regulada por una entidad autónoma del orden nacional, sujeta a un régimen propio. ...”.


� Folios 33 a 35 del cuaderno anexo núm. 2


� Folios 40 y 41 del cuaderno anexo núm. 2.


� Folio 23 del cuaderno anexo núm. 2.


� Folios 2 a 22 del cuaderno anexo núm. 2


� Folios 67 a 70 del cuaderno anexo núm. 2.


� Folios 62 a 66 del cuaderno anexo núm. 2.


� Ley 182 de 20 de enero de 1995 (Diario Oficial No. 41.681 de 20 de enero de 1995)





� Este inciso fue modificado por el artículo 7º de la 335 de 1996, “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 14 de 1991 y la Ley 182 de 1995, se crea la televisión privada en Colombia y se dictan otras disposiciones”. Dice la norma: “ARTÍCULO 7. El penúltimo inciso del literal <sic> 3o. del artículo 37 de la Ley 182 de 1995 quedará así: Santa Fe de Bogotá, D. C., tendrá Canal Regional y podrá asociarse con Cundinamarca y los nuevos Departamentos. San Andrés y Providencia podrá tener un Canal Regional, sin  requerir para ello entrar en asocio con otro ente territorial. Cundinamarca y los nuevos departamentos también podrán asociarse con otros departamentos contiguos y con entidades estatales de telecomunicaciones de cualquier orden y el área de cubrimiento del canal incluirá el domicilio principal de éstas.” 


� En el artículo  64 de la Ley 182 de 1995 se dispone que “[e]n general se derogan y modifican las disposiciones legales en cuanto sean contrarias a lo previsto en la presente Ley”.


� “Artículo 12. Funciones de la Junta Directiva. Son funciones de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión: a) Adoptar las medidas necesarias para desarrollar el objeto y las funciones constitucionales y legales de la entidad; […]”. 


Las funciones constitucionales a que se refiere esta norma son las consagradas en los artículos 76 y 77 de la C.P. [artículos hoy derogados, por virtud del Acto legislativo 2 de 2011], en los que se disponía lo siguiente: “Artículo 76. La intervención estatal en el espectro electromagnético utilizado para los servicios de televisión, estará a cargo de un organismo de derecho público con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio. // Dicho organismo desarrollará y ejecutará los planes y programas del Estado en el servicio a que hace referencia el inciso anterior.” “Artículo 77. La dirección de la política que en materia de televisión determine la ley sin menoscabo de las libertades consagradas en esta Constitución, estará a cargo del Organismo mencionado. // La televisión será regulada por una entidad autónoma del orden nacional, sujeta a un régimen propio. La dirección y ejecución de las funciones de la entidad estarán a cargo de una Junta Directiva integrada por cinco (5) miembros, la cual nombrará al Director. Los miembros de la Junta tendrán período fijo. El Gobierno Nacional designará dos de ellos. Otro será escogido entre los representantes legales de los canales regionales de televisión. La Ley dispondrá lo relativo al nombramiento de los demás miembros y regulará la organización y funcionamiento de la Entidad. // PARAGRAFO. Se garantizarán y respetarán la estabilidad y los derechos de los trabajadores de Inravisión.”


Las funciones legales de la Comisión Nacional de Televisión están señaladas en los artículos 4 y 5 de la Ley 182 de 1995, normativa en la que, entre otras materias, se conforma este organismo.


� Por la cual se modifica parcialmente la Ley 14 de 1991 y la Ley 182 de 1995, se crea la televisión privada en Colombia y se dictan otras disposiciones.


� Diario Oficial No. 42.984 del 19 de febrero de 1997.





� Decreto 1050 de 1968 “Por el cual se dictan normas generales para la reorganización y el funcionamiento de la Administración Nacional” “ARTÍCULO 29. DE LA CREACION DE SOCIEDADES POR LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS.  <Aparte entre corchetes {...} INEXEQUIBLE> Los Establecimientos Públicos y las Empresas Industriales y Comerciales del Estado no podrán constituir sociedades o compañías, entre sí o con otras personas, salvo los casos expresamente previstos en las leyes {o autorizados por decreto del Gobierno}. // De la constitución de sociedades entre entidades públicas. Las sociedades que se creen por la participación exclusiva de entidades públicas con el fin de desarrollar actividades de naturaleza industrial o comercial, se someten a las normas previstas para las empresas industriales o comerciales del Estado. Sus estatutos proveerán sobre las materias mencionadas en el inciso segundo del artículo anterior y, además, podrán disponer que un mismo órgano hará las veces de asamblea de accionistas o junta de socios y de junta directiva.” 


� Decreto 3130 de 1968 “Por el cual se dicta el estatuto orgánico de las entidades descentralizadas del orden nacional “ARTICULO 4o. DE LAS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS INDIRECTAS. Las personas jurídicas en las cuales participen la Nación y entidades descentralizadas territorialmente o por servicios, asociadas entre ellas o con particulares, cuando para tal efecto estuvieren debidamente autorizadas, serán clasificadas en el acto de su constitución dentro de las categorías que establece el Decreto 1050 de 1968, y en dicho acto también se precisará su pertenencia al orden nacional, departamental o municipal, según la naturaleza y ámbito del servicio, la proporción de las participaciones y la intención de sus creadores. // Igual regla se seguirá con respecto a las personas jurídicas que se creen por la asociación de entidades descentralizadas, con o sin participación de personas privadas.  […]”. 


� Decreto 130 de 1976 “Por el cual se dictan normas sobre sociedades de economía mixta” “ARTICULO 4o. DE LA CONSTITUCION DE SOCIEDADES ENTRE ENTIDADES PUBLICAS. Las sociedades que se creen por la participación exclusiva de entidades públicas con el fin de desarrollar actividades de naturaleza industrial o comercial, se someten a las normas previstas para las empresas industriales o comerciales del Estado. Sus estatutos proveerán sobre las materias mencionadas en el inciso segundo del artículo anterior y, además, podrán disponer que un mismo órgano hará las veces de asamblea de accionistas o junta de socios y de junta directiva.”





� Cfr. ley 489/98, art. 39, inciso tercero.


� Concepto de fecha 22 de octubre de 2007, Radicación núm. 11001-03-06-000-2007-00066-00(1844), Consejero Ponente Dr. Enrique José Arboleda Perdomo.


� Radicación núm. 1537, Consejero Ponente Dr. Gustavo Aponte Santos.


� Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto de fecha 14 de marzo de 2002, radicación núm. 1396, Consejera Ponente Dra. Susana Montes de Echeverri.


� Lo que se explica en razón a que en el nuevo modelo que surge de la Constitución Política de 1991, la prestación de los servicios públicos [la televisión lo es] no constituye una función pública sino propiamente una actividad económica que, en todo caso, es regulada, intervenida y controlada por el Estado.


� Este aparte que se destaca es omitido en la cita que el impugnante hace de la escritura pública en el recurso de apelación.
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